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TD: 927885
OPINIÓN Nº 067-2011/DTN
Entidad:                         Contratistas y Maquinarias Campos S.A.

Asunto:                          Nulidad de contrato


Referencia:                    Comunicación de fecha 11.MAY.2011

1. ANTECEDENTES
Mediante el documento de la referencia, el Sr. Mateo Joel Campos Meza, Representante Legal del Consorcio Valle Huari, formuló una consulta referida a la nulidad de un contrato.
Antes de iniciar el desarrollo del presente análisis, es necesario precisar que las consultas que absuelve este Organismo Supervisor son aquellas referidas al sentido y alcance de la normativa sobre contratación pública, planteadas sobre temas genéricos y vinculados entre sí, sin hacer alusión a asuntos concretos o específicos, de conformidad con lo dispuesto por el inciso i) del artículo 58° de la Ley de Contrataciones del Estado, aprobada mediante Decreto Legislativo 
Nº 1017 (en adelante, la “Ley”), y la Segunda Disposición Complementaria Final de su reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 184-2008-EF (en adelante, el “Reglamento”).

En ese sentido, las conclusiones de la presente opinión no se encuentran vinculadas necesariamente a situación particular alguna.

2. CONSULTA Y ANÁLISIS

El consorcio formula la siguiente consulta:

¿La Entidad puede anular el contrato derivado de un concurso oferta, debido a que uno de los consorciados ha sido inhabilitado temporalmente, posterior a la firma del contrato, aduciendo que aun no se inicia la ejecución de la obra, porque el expediente técnico aún no ha sido aprobado por la Entidad, pese a ver sido entregado por el consorcio dentro de los plazos establecidos en el contrato?

2.1 Como se ha indicado en el numeral 1 del presente informe, las consultas que absuelve este Organismo Supervisor son aquellas referidas al sentido y alcance de la normativa de contrataciones del Estado. Por tanto, la consulta planteada se absolverá en términos genéricos, conforme a lo previsto por dicha normativa.


En ese sentido, la presente consulta se desarrollará respondiendo a la pregunta consignada en el documento de la referencia y no sobre la base de los supuestos concretos señalados en el informe técnico.

2.2
Ahora bien, la normativa de contrataciones públicas le otorga al Tribunal de Contrataciones del Estado potestad sancionatoria para poder determinar las infracciones y sanciones de los proveedores del Estado.

Por su parte, el artículo 51 de la Ley establece que “las sanciones que se imponen no constituyen impedimento para que el contra​tista cumpla con las obligaciones derivadas de contratos anteriormente suscritos con Entidades; por lo tanto, deberá proseguir con la ejecución de los contratos que tuviera suscritos hasta la culminación de los mismos” (el subrayado es agregado).

Del artículo citado, se tiene que las sanciones que impone el Tribunal de Contrataciones, como por ejemplo la inhabilitación temporal, no constituyen impedimento para que el contratista cumpla con las obligaciones derivadas de contratos anteriormente suscritos con Entidades; por lo tanto, deberá proseguir con la ejecución de los contratos que tuviera suscritos hasta su culminación.

De otro lado, el artículo 56 de la Ley señala que se puede declarar de oficio la nulidad de un contrato en los siguientes casos:
a) Por haberse suscrito en contravención con el artículo 10 de la presente norma;

b) Cuando se verifique la trasgresión del principio de presunción de veracidad durante el proceso de selección o para la suscripción del contrato; 

c) Cuando se haya suscrito el contrato no obstante encontrarse en trámite un recurso de apelación; o,

d) Cuando no se haya utilizado el proceso de selección correspondiente.

2.3.  
Como se puede verificar de lo anterior, la sola inhabilitación del postor que está ejecutando un contrato, no está contemplada como causal de nulidad de oficio del contrato. Lo mismo sucede para el caso que el contratista sea un consorcio y uno de los miembros del consorcio sea inhabilitado, supuesto en el que tampoco podría concluirse que, de acuerdo al artículo 56 de la Ley, puede declararse nulo de oficio el contrato.

No obstante ello, cabe indicar que algunas de las causales de inhabilitación son similares a los supuestos que configuran causales de nulidad. Así, por ejemplo,  contratar con el Estado estando impedido para ello es una causal de infracción (literal e del artículo 51 de la Ley), supuesto que también es motivo de nulidad de un contrato, pues el literal a) del artículo 56 de la Ley hace referencia al caso en que un contrato se haya suscrito en contravención con el artículo 10 de la Ley, referido precisamente a las personas que están impedidas para contratar con el Estado.


Otro ejemplo sería el caso de la presentación de documentos falsos o inexactos. De acuerdo al literal i) del artículo 51 de la Ley, la presentación de esta clase de documentos es motivo de infracción. A su vez, según el literal b) del artículo 56 de la Ley, es supuesto de nulidad de un contrato cuando se verifique que se ha trasgredido el Principio de presunción de veracidad
, es decir cuando se demuestre que algún documento presentado por un administrado durante el proceso de selección o para la suscripción del contrato no se corresponde con la realidad.
En ese sentido, es la Entidad la que debe verificar si el motivo de la inhabilitación o algún otro factor producen que se configure una de las causales de nulidad del contrato. 

En caso la Entidad ejerza su facultad de declarar la nulidad de un contrato y si el contratista está en desacuerdo con esta decisión, podrá someter la controversia, dentro de los quince (15) días hábiles siguientes, a conciliación y/o arbitraje, de acuerdo al artículo 144 del Reglamento.
3. CONCLUSIÓN:
Si bien de acuerdo al artículo 56 de la Ley, no es supuesto de nulidad de contrato, que el contratista sea un consorcio y uno de los miembros de éste sea inhabilitado para contratar con el Estado, es la Entidad la que debe verificar si, el motivo de la inhabilitación o algún otro factor, producen que se configure una de las causales de nulidad de oficio del contrato, siendo que, en caso se declare nulo el contrato, podrá someter esta decisión a conciliación y/o arbitraje.
Jesús María, 15 de julio de 2011
JUAN ANTONIO SILVA SOLOGUREN

Director Técnico Normativo
STY/.
� Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, artículo IV del Título Preliminar: (…)


1.7. Principio de presunción de veracidad.- En la tramitación del procedimiento administrativo, se presume que los documentos y las declaraciones formulados por los administrados en la forma prescrita por esta Ley, responden a la verdad de los hechos que ellos afirman. Esta presunción admite prueba en contrario.
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